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1. Es usted jurista y tiene una dilata-
da trayectoria en el sector de la dis-
capacidad y la economía social, pero
asume un puesto de nueva creación
¿Cuáles serán sus cometidos y retos
a partir de ahora?
Llevo más de 10 años vinculada a la
acción en favor de las personas con
discapacidad pero sin duda esta es una
de las oportunidades más apasionantes
que me brinda mi carrera profesional y
espero aprovecharla al máximo. Cuan-
do ocupé mi cargo ya existía un plan de
trabajo aprobado en el CERMI que mar-
ca mis líneas de acción, en concreto
sobre tres ejes: la difusión de la Con-
vención, la adaptación de nuestro orde-
namiento jurídico y el seguimiento de
la Convención. La creación de mi pues-
to ha sido al fin y al cabo una acción
dentro de ese plan de trabajo, que
entiende no solo la importancia de la
Convención sino la oportunidad que brin-
da este nuevo marco jurídico para
seguir desempeñando las funciones
que el CERMI venía desarrollando aho-
ra en clave de derechos humanos y por
lo tanto con más fuerza que nunca. 
Mi mayor reto es el de comprometer e
implicar a toda la sociedad en el cambio
de modelo de tratamiento de la disca-
pacidad. Si conseguimos que todas las
personas, no solo las personas con dis-
capacidad, los agentes sociales y eco-
nómicos, los gobiernos, los profesio-
nales, la sociedad en general se reco-
nozcan en la Convención significará que
cada uno ha asumido su responsabilidad
y en ese momento el modelo social será
una realidad. 
Es importantísimo hacer ver que esta
Convención no es solo una convención

para las personas con discapacidad
igual que es muy importante que sean
las personas con discapacidad quienes
lideren el cambio, participando activa-
mente y constructivamente en la imple-
mentación de la Convención.

2. En su opinión ¿Cuál es el mayor
logro de la Convención? ¿Cuál ha sido
el papel de las organizaciones de dis-
capacidad en la negociación del tex-
to de la Convención? 
Quizá el mayor logro ha sido precisa-
mente que la Convención ha respeta-
do una reivindicación permanente e his-
tórica de las personas con discapaci-
dad “Nada para nosotros sin nosotros”,
puesto que la participación del movi-
miento social de las personas con dis-
capacidad en la redacción de la Con-
vención ha sido muy activa desde los
inicios; y esto ha llevado a obtener los
mejores resultados que se podía espe-
rar de una Acuerdo internacional en
estos momentos, que es el paso for-
mal y definitivo del modelo rehabilitador
hacia un modelo social en el tratamiento
de la discapacidad. El modelo social
implica la igualdad ante la ley de las per-
sonas con discapacidad como sujetos
de derechos, y esto que puede parece
tan obvio no se está cumpliendo en
muchas países del mundo; incluso en
España dónde hay un nivel de recono-
cimiento de derechos bastante correc-
to; todavía hoy se niega el ejercicio de
determinados derechos a algunos ciu-
dadanos por el simple hecho de mani-
festar una diferencia física, sensorial o
psíquica.  El cambio de modelo supone
el respeto por la diversidad y por lo tan-
to el trato discriminatorio basado en

esa diferencia deberá ser eliminado y
reprobado y será una cuestión de dere-
chos humanos no de política social.

3. En el caso de España, se está lle-
vando a cabo un estudio para analizar
el impacto de la Convención en nuestro
ordenamiento jurídico, que permitirá
ver que aspectos deberán modificarse,
impulsando a partir de ahí las accio-
nes a llevar a cabo para la aplicación del
texto. ¿Opina que esta adaptación será
complicada en el caso de España?
Es muy interesante e importante cono-
cer la opinión de la Academia, de los
expertos del Derecho en cuanto al
impacto que la ratificación de la Con-
vención supone para nuestro ordena-
miento jurídico. Actualmente el CERMI
está colaborando con un grupo de pro-
fesores del Instituto Bartolomé de las
Casas de la Universidad Carlos III, en la
elaboración de un estudio financiado
por la Fundación ONCE que valora esta
cuestión. Este primer análisis nos ser-
virá de punto de partida para trabajar
propuestas concretas desde el CERMI
sobre aquellos cambios normativos que
consideramos que deben hacerse para
respetar plenamente los principios y
derechos reconocidos en el Conven-
ción. Como recientemente ha dicho el
presidente del CERMI, “con criterios de
incidencia política propios del movi-
miento social de la discapacidad al que
representa el CERMI, se elaborará una
iniciativa legislativa articulada que tras
su legitimación interna se elevará al
Gobierno de España y a los Grupos Par-
lamentarios de las Cortes Generales,
solicitando su tramitación como pro-
yecto de ley”. 
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El CERMI apuesta por una ley trans-
versal que contenga las modificaciones
o novedades que deben ser incorpora-
das al ordenamiento jurídico actual de
acuerdo a la Convención. Se trata de
abordar esta cuestión de la forma más
ágil y eficiente para que no se dilate
injustificadamente esta adecuación
normativa que sin duda iría en detri-
mento de los objetivos de la Conven-
ción. 
Partimos de una situación aceptable
porque en algunos aspectos nuestro
ordenamiento jurídico ya reconoce
muchos de los principios que proclama
la Convención, como ocurre en la LION-
DAU. Sin embargo, en otros aspectos,
las normas que regulan las políticas de
discapacidad en nuestro país están ela-
boradas desde la perspectiva del mode-
lo rehabilitador o médico de la disca-
pacidad, y aunque el objetivo sea el de
garantizar los derechos de las perso-
nas con discapacidad, algunas veces
los medios no son, o no han sido, los
más adecuados y el objetivo no se ha
cumplido con las garantías que hubiera
sido deseable. Debemos enfrentarnos
a la adaptación de forma constructiva
tratando de adecuar nuestra legisla-
ción para que mejore la calidad de vida
de las personas con discapacidad y se
garantice su autodeterminación como
ciudadanos de pleno derecho.

4. ¿Qué repercusiones cree que ten-
drá en el corto, medio y largo plazo
este Tratado internacional en el día a
día de las personas con discapacidad
intelectual?   
A efectos prácticos las personas con
discapacidad deberán dejar de ser “obje-
tos” de políticas asistenciales y pasa-
rán a ser “sujetos” de derechos y los
Estados deberán hacer políticas públi-
cas en todos los ámbitos que no dis-
criminen ni directa ni indirectamente a
las personas con discapacidad. 
Algunas de las medidas reflejadas en
el tratado, orientadas a hacer valer los
derechos de las personas con disca-
pacidad van más allá de lo que hoy nues-
tras leyes establecen, en el caso con-
creto de la discapacidad intelectual el
artículo 12 del texto pone especial énfa-
sis en los sistemas de apoyo a la auto-
determinación de las personas con dis-

capacidad que pudieran ver modifica-
da o limitada su capacidad de obrar; al
albur de este precepto debemos ser
capaces de crear mecanismos que apo-
yen y no sustituyan la voluntad del indi-
viduo siempre que sea posible y esto
deberá ser la regla general. Por lo tan-
to tendremos que contribuir a crear
una sociedad en la que la discapacidad
intelectual cuente con todos los medios
a nuestro alcance para garantizar el
máximo nivel de autonomía posible de
cada individuo. Esto implica acciones
en muchos ámbitos, en la educación,
en los sistemas de autonomía perso-
nal, en el empleo, en el ocio, en su par-
ticipación en la vida pública, etc.

5. Uno de los puntos de la Convención
dice que “los Estados se comprometen
a sensibilizar a la sociedad, incluso a
nivel familiar para que tome concien-
cia respecto de las personas con dis-
capacidad”. ¿De qué manera piensa
que se materializará este compromi-
so estatal?
Como ya he mencionado antes el éxito
de la Convención depende en gran medi-
da de que la hagamos valer no solo
entre las personas con discapacidad
sino entre todos los ciudadanos, las
familias, los cuidadores, los agentes
sociales, los profesionales, etc. Algunas
de las acciones que se van a solicitar
desde el CERMI irán orientadas a la for-
mación respecto de los derechos de
las personas con discapacidad en todos
lo ámbitos y de forma transversal, a tra-
vés de campañas de sensibilización, o
con la inclusión de asignaturas con-
cretas en los currículos formativos. Se
acaba de aprobar una propuesta en el
Congreso de los diputados que insta al
gobierno a tomar las medias necesa-
rias para la implementación de la Con-
vención, entre estas medias deberán
estar las de difusión y sensibilización.

6. ¿Qué herramientas se han pre-
visto para que realmente se cumpla
totalmente el contenido de la Con-
vención?
A nivel internacional el 3 de noviem-
bre de este año se elegirá a un Comi-
té de Expertos que velará por el cum-
plimiento de la Convención entre los
países que han ratificado el texto, en la
actualidad 41, entre los que está Espa-
ña. El Gobierno de España presenta
una candidata al comité que pertene-
ce al movimiento asociativo, es Ana
Peláez, la Comisionada del CERMI para
las cuestiones de Género, que parti-
cipó directamente en las negociacio-
nes de tratado internacional. 
Además existe un Protocolo Faculta-
tivo, independiente, que puede ser fir-
mado y ratificado por los países, a
voluntad. Los ciudadanos de Estados
Partes que, además de ratificar la Con-
vención, ratifiquen el Protocolo adi-
cional a la Convención podrán pre-
sentar quejas y reclamaciones al Comi-
té de Expertos. El Estado reconocerá
la competencia del Comité sobre los
Derechos de las Personas con Dis-
capacidad para recibir y considerar
las comunicaciones presentadas por
personas o grupos de personas suje-
tos a su jurisdicción que aleguen ser
víctimas de una vulneración por ese
Estado Parte de cualquiera de las dis-
posiciones de la Convención, o en nom-
bre de esas personas o grupos de per-
sonas 
Además a nivel nacional el Consejo
Nacional de la Discapacidad ha sido
proclamado como órgano guberna-
mental de aplicación y seguimiento de
la Convención de acuerdo al artículo
33.1 del texto. La Convención prevé
también la designación de otro orga-
nismo independiente que promueva,
proteja y supervise la aplicación del tra-
tado y el CERMI ha solicitado al Minis-
terio de Educación y Política Social este
reconocimiento. 
Creo que en este sentido debemos
estar orgullosos de cómo se está imple-
mentando la Convención en España,
por el hecho de que la participación de
la sociedad civil que representa a las
personas con discapacidad es una rea-
lidad y es uno de los principios consa-
grados en el texto del tratado.

“Debemos estar
orgullosos de
cómo se está
implementando 
la Convención de
España”

Entrevista


